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Esperanzas

pOLIcíA COMUNITARIA EN LA BALAN A

Peligros

Mejor información a part ir de la parti ­
cipación ciudadana.

Mas transparencia en el accionar poli ­
cial , al estar sujeto al escrutinio oú­
blico.

Apertura de canales de generación de
confia nza entre la pol icía y la comuni­
dad, consol idando una nueva cultura
pol icial .

Mayor flexi bi li dad organizat iva policial
y mas poder dísr rectona l a las jefatu­
ras pol iciales locales.

Mejor asignación de recursos humanos
y materiales en la organización poli·
ciaL

Avance en función de casos-piloto
práct icos, con adecuada focalización y
territorial ización.

Mayor ordenamiento territorial, aten­
diendo a fal tas leves e ínclvilidades
que perturban la convivencia.

Medición de desempeño de la acnvi­
dad policial a t ravés de ONG y de los
vecinos indiv idualmen te.

Premios a la pol icía por su iniciativa ,
creat ividad, proact ividad y capacidad
para resolver problemas comunita r ios.

Empleo de este mecanismo para au­
mentar el control social sobre las co­
munidades.

Incremento de relación con los caudi­
llos políticos locales y con situaciones
de cl ientelismo policico.

Sur ímíento de conductas segr egac ío­
nísta s y esti gmati zantes en la sociedad
y de resistencias corporati vas de parte
de la estructura pol icial.

Re laj amient o de los mecanismos de
control y ruptura de la unidad de mano
do policial

Fracaso de la estrategia por falta de
medios material s y humanos, debido
al alto costo dIos rograrnas.

Hiperexpectat iva ciudadana, luego de­
fraudada por falta de sostenibilidad
política y financiera a la inicia t iva.

Riesgo de arrestos masivos, de criml ­
nalización de cuestiones sociales y de
mayores abusos pol ici ales.

Lim i t ació n de la exper iencia a un
mero programa de relaci ones públi cas.

Pérdi da de enfoque de la labor poli­
cial , desorientación de los ofici ales y
desvirtua ción e inefectlvídad en las
tareas mas específicas.

Falta de mecanismos de coordinación,
surgimiento de deseconomías de esca­
la y dupl icidad de tareas sin una lógi ·
ca de articulación.

Adecuada división de funciones ent re
ámbitos polic iales centrales concen-

U
radOS en el crimen organizado y las

redes transnacionales, por un lado, y
ámbitos comunita rios descentr al izados
en mayor con ac Ocon la comunidad.

-------- -
ru eme: u aborao ón propia , 2006.

¿HACIAUNA NUEVAGENERACtÓtl DE REFORMAS ENSEGURIDAD CIUDADANA? 97
G UHOVO 8('liz



CARÁCTER ESTRATÉ GICO DE LA CfU DADANIZAClÓN: FOCALl ZA NDO
D .SDE LA INT EGRALlDAD 17

El término ciudadanizac ión de las PSC está planteado aquí en dos sentidos:
a) como un aborda je que pone énfas is en las polít icas de prevenc ión (en sus
múltip les dimens iones) yen los factores de riesgo generadores de potencial
cr iminal idad y violencia visible o invisible; b) como un escenario que toma a
la ciudad como actor priv ilegiado para implementar PSC , a través de gobier ­
nos loca les capaces de reforzar onswerobility y occountability .

Cuando el obj et ivo es constru ir ci udadan ía social , la integralidad concep­
tual y la foca l izac ión operat iva const i t uyen dos caras de la misma mone ­
da . Con una mirada ampl ia que responda a la mult iplici dad de factores
que pro ducen violencia, es de suma importanci a aplicar un orden lógico
de pr ioridades en los productos que concentren recursos en lugares, vícti ­
mas, hechos pers isten tes, pob lac iones objetivos y modalidades delictivas
(Kuecheman, 2001). Todo esto , minimizando los r iesgos de estigmatizac ión
de los beneficiarios de los programas (Repet to, 2005) y de segurizac ión de
la pol ít ica social , lo cual significaría inve rt i r el orden valórico de garan ti ­
zar, en pr imera instancia, el bienestar de los ciu dadanos (Dammert , 2005).

La foca lizac ión , de tal modo, posee las sigu ientes dimens iones : temp oral
(sobre la secuenc ia sucesiva de acciones y el modo de dosificarlas y prior i ­
zarlas ); personal (sobre cuáles poblaciones objet ivo y /o grupos vulnera ­
bles); te r r i toria l (qué zonas- foco donde la densidad de del itos y/o vict í­
mización aparece más al ta) ; mater i al (qué modalidades delict ivas y/o
cuáles cadenas de valor de cri minali dad organ izada merecen especial
ate nción); sectoria l (cuáles son los temas de la agenda de pol ítica pública
y acia l con resul tados de mayor írnpacto j " .

11 [ 1 e foque " r he Whofe 01 Government" lIntegralidad del Gobi erno) pretendió ser puesto en
pláCI ca en Gran Bretaña , part iendo de la base conocida de Que las causas de la cr iminalidad
son m ln tac éucas y complejas, rnerecrendo por tanto esfuerzos de rn últrples agencias, aunque
en func ón de una única y coord inada estrateg ia. Es lo Que en Estados umdo s se ha dado en
ll amar "networked govprnme nt" o " f usión organizocionol " . Esta coordi nación rnulnagencral
Impl ica, enu otras cosas: al necesícad de presupuestos compartidos; b) acuerdos de asocia­
ción (con go ternos loca les, asocraoo nes de voluntari ado y el sector pn vado comercrat): c)
revisión de relaciones ent re proveedores y cl ientes; d) ptamncact ón integrada y tri ple l inea ele
base de anál isis, en t érrmnos de impacto economice, ambientat y SOCIal ; e) mnovaci óo para
cornprcrne te r a la comunidad en acuerdos. consultas ; f) acuerdos de gerencramic nto com ún: g)
medición com ún de desempeño e Impact o; h) base de datos comunes (Homel , 2004).

18 Un ejemplo: mas de la mi tad de todos los homicidios en los Estados Unidos tuvieron lugar 1994
en solo 66 ciudades, con un (llar o concent rados en solo 8 Ciudades. Incluso esos bomlcidio s
estaban ocalizados en un pequeño numero de barr ios dentro de dichas ciudades (Sherman,
19971. Se esumó que el 10%de las victirnas en los Estados Unidos tenían alrededor del 40%de
la vicumizacrón: que el 1 0'~ de los delincuent es cometían el 50" de los deli tos; y que el 10%
de los lugares mctuian alr ededor del 60", de los crímenes [Sherrn: n, 1997).
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Todo lo cual nos conduce a la relación entre política social y Psc. "Un buen
programa de SC no es, en verdad, un programa que trata de resolver las
llamadas 'causas profundas' del delito a partir de una iniciativa a corto o
mediano plazo, sino un programa que es capaz de intervenir específicamen­
te en seguridad, y derivar hacia las instancias competentes aquello que
queda fuera de su ámbito de acción" (Centro de Estudios para el Desarrollo,
2003). Quizás sea todo un desafío pensar en una subárea de las intervencio­
nes sociales de efectos más focalizados sobre poblaciones de riesgo y ­
particularmente- en conflicto con la ley penal. La prevención terciaria es
político-social intensiva y tiene en sí misma particularidades que exigen su
fortalecimiento permanente (Foro de Expertos en SC, 2004).

En este orden de ideas, también la PSC significa pensar a los gobiernos
locales como actores estratégicos de estos cambios (Shaw, 2001), a través
de la puesta en marcha de procesos de descentralización que tienen a su
vez varias precondiciones para su implementación exitosa: i) el rediseño
de las funciones a fortalecer y permanecer en el ámbito del Estado cen­
tral; ii) la asignación de recursos económicos yI o mayor autonomía fiscal
a las instancias institucionales locales; iii) el robustecimiento de mecanis­
mos de coordinación entre la instancia central y la local; iv) el impulso de
la descentralización también a nivel de base, proporcionando una mayor
participación a las entidades de la sociedad civil; v) la comprensión am­
plia del concepto de territorialidad, que también tiene que ver con la
importancia de crear o recuperar espacio público urbano para generar
ciudades amables y acogedoras!".

Riesgos: i) Debilidades institucionales de los municipios y las regiones en
la medida en que falte respaldo del Estado central en la primera etapa del
lanzamiento de los procesos de autonomías citadinas (tanto en términos
de recursos económicos como de capacidad gerencial), generándose una
situación de descentralización sin Estado ni sociedad. ii) Preeminencia de
caudillos políticos locales y estratificación de redes de complicidad con el
crimen amparadas por el microsistema político, generándose una situación
de multiplicación de focos de corrupción e impunidad.

19 Se considera al espacio público tanto en su dimensión física (calles, paseos peatonales,
parques) como social (capacidad de grupos de organizarse para acciones de bien común), y
política (lugar de encuentro de ideas). Surge la necesidad de abandonar eL carácter reactivo
con el cual se ejercen la mayoría de Las profesiones sociales o de resguardo del orden
público (en base a expedientes, en oficinas), reconstruyendo la "primera línea" de todo lo
Que debe ser el servicio público, por ejemplo: ingresos de los inmuebles, parkings, centros
culturales y comerciales y la calle. Esta primera línea no es más reducible a algunos barrios,
ella abarca a toda la ciudad (Dammert, 2005).



Oportunidades: i) Incremento sustancial de la democratización: la ciudad
como laboratorio de nuevas prácticas participativas comunitarias (Euro­
pean Forum for Urban Safety, 2000), con una agenda pública de largo
plazo, en la medida en que es asumida por los Alcaldes e Intendentes
como actores claves en el proces; y ii) organización de clusters (agrupa­
ciones) de SC, bajo cuya generación de cadenas de valor se integren
actores de las más diversas procedencias y retroalimenten efectos locomo­
tora exitosos, capaces de atraer iniciativas de otras agencias estatales y
de la sociedad civil.

Sentido paradigmático de los casos analizados a continuación (Colom­
bia, Paragua, Centroamérica, Chile). i) Medellín presenta tres ejemplos
de intervenciones locales sobre jóvenes en riesgo -con diferente nivel de
focalización e impacto- que resaltan la necesidad de establecer claras
líneas de base para evaluar sus resultados, cuestión no siempre presente
en la mayoría de los programas de prevención. El resto de los casos
colombianos también se centra en la preeminencia sobre lo local, con
diversas fórmulas de innovación institucional. ii) El caso de Paraguay se
concentró en atacar un factor de riesgo -el consumo de alcohol- como
estrategia para disminuir las condiciones de violencia de la ciudad de
Asunción, mediante diversos cambios legislativos impulsados por el gobier­
no municipal. iii) El caso de Centroamérica plantea una mirada comparati­
va sobre otro factor de riesgo focalizado (la tenencia y tráfico de armas) y
las diferentes respuestas nacionales brindadas para superarlo. iv) El caso
chileno del Plan Cuadrante plantea un modelo gerencial con fuerte ten­
dencia de focalización, que no obstante su innovación práctica carece aún
de un modelo apropiado de evaluación de resultados.



SEG URIDAD LOCALIZADA EN LA CIUDAD
FRAGMENTACiÓN COMO PELIGRO , DEM CRATJ ZACIÓN COMO DESAFío

10 puntos a favor

- Construcc ión de clusters de se que
co nstruya n cadenas de va lor local
pa ra enfrentar a l crime n organ izado
(E]: desa rmad ur ias de automóvile s
robados).

- Inicio de exper iencias de Policía Co­
munitaria.

Ins t it uciona lización de espacios es­
pecíficos para la SC, con sinergias y
acciones de es cala hu mana, integral
e inmediata.

• Posibilidad de ensayar nuevas fór ­
mulas de financia miento , a uditable
por la ciudadanía a nivel loca l.

- Posibil idad de consultas populares .
au dienc ia s púb lica s, presupue stos
partícípatlvos , re fe rendos.

- Responsabi lizacián concreta e inme ­
d iata de actores e inst itu ciones lo­
cales .

- Construcc ión de alian zas y ce nsor­
cios reg iona les, que agrupen a va ­
rios municipios o comunas.

Inmediatez en la audi toría cornuni­
taria, co n ma yor posibi lidad de rec­
tificar er rores o sa ncion ar política ­
mente .

- Posib ilidad de éxitos tempranos y
tang ibles por la ciud adanía .

- Generación de práct icas prom isorias
que puedan diseminarse.

Fuente: Etaboracrón propia. 2006.

5 pu ntos e n co ntra

- Perd ida de perspectiva global para
la lucha co ntra el crim e n organ izado
y las mafi as, a través de una deser­
ción de l Estado centra l.

Debilida d y fa lta de recursos de los
actores insti tuciona les si n respa ldo
de l Estado ce nt ra l.

- Captación de los espac ios de partici ·
pación comuni tari a por caudillos lo­
ca les o presiones corporativas .

- Riesgo de genera r distanc ias e ntre
comunas rica s y pobres , construyen ­
do municipios -for taleza con mero
desp laz ami ento del de lit o .

Reduccionismo a casos piloto sin di­
mens ión de política pública.

¡HACIA UNA NUEvA GENERACló 1 DE REfO RMASE 1SEGURIDAD CIUDADANA? 101
Gustavo Belfz



1) Tr es casos de focalizació n de la preve nción social en Medell in :
Jóvenes en zon a de r iesgo 20

Lí nea de Base Citadina . En Medellín , el homic idio ha sido la primera
causa de mortalidad general desde 1986. Su participac ión en el tota l de
muertes pasó del 3,5% en 1976. al 8%en 1980, al 17% en 1985 y alcanzó
el máxi mo del 42% en 1991, cuando comenzó a descender hasta llegar al
30~~ en 1995 y 28% en 2002. La menor tasa de Medell ín fue aún más
elevada que la de Río de Janei ro (61 por 100.000 en 1992) y San Pablo
(4 por 100.000 en 1994 y 2001). Un estud io (Cardona et ai. , 2005)
anal izó los 55.365 homic id ios ocurridos en la ciuda d entre 1990 y 2002,
sobre los cuales practicó necropsia el Institu to Nacional de Medicina
l.eual y Ciencia Forense. A través de un muestreo aleatorio, est ratificado
para los 13 años del periodo, se tomaro n datos de 1.394 homicidios, con
fuent es de los datos en las acta s de levantamiento del cadáver diligen­
ciadas por la Fiscalía General de la Nación , el informe de necrops ia del
médico forense y la hoja de ruta elaborada por el Insti tuto acional de
Medic ina Legal y Ciencia Forense . Se determinó lo siguien te : i) menor
n ' mero de homicidios en 1998 (2. 854), mayor número en 1991 (6.658);
ii ) 40% de móviles por atracos, ajustes de cuent as y riñas; i i i) predo mi ­
nan los hombres (93,6%); 77,4% menores de 35 años, el 47,4 % entre 15 y
24 años; iv ) el 24,1% tenía algún nive l posit ivo de alcoholemia. 13,6% en
2000 y 38, 1% en 1990 (alcohol con cifras tan elevadas como en Ca rolina
del Norte y en Oklahoma , EE .UU. , donde el 42%y el 52%estaban ebr ios) ;
v) 3 de cada 10 víct i mas sobre las cuales se prac ticaron exámenes para
otras sustanc ias psicoactivas ten ían cocaína ; un cuar to tenía benzod iaze ­
pi llas; vi) 9 de cada 10 homi cid ios fueron con armas de fuego (84% en
19 4 Y 1995); vii ) el registro del móvil solo estaba anotado por la Fiscal ía
en el 15,4%de los casos. En cuanto a la focal ización te rritora l y social de
lo homicidios , el estud io reveló que el ri esgo de mor ir por el hecho de
residi r en un barrio determinado era signifi cat ivo : un residente de Trin i ­
dad ten ía un riesgo 25 veces super io al de bar rios como Sa n José La
Cima, La Esper anza y Santa Margarita .

un programa similar a los reseñados se desarroll ó en el marco del préstamo 81 0 en Uruguay
1998): el "Oport unidad Joven" . Tuvo 848 beneü cranos con una caoactración par, el ingreso
1mercado de t rabajo de 36 meses de duraci ón. Un año desp u és, 1... evaluación oemostró Que
I 52% de los Jóvenes había obtenido empleo. Pero no se disp ISO de ot ra forma de segut-

rmento QU permitiese deter minar ~ i ese r suuado influyó en l a reducción de la dehncu en­
r ia, Que era el objetivo generol del programa. Por eje mplo : no se sabía si esos j óvenes
habían del inquldo antes o SI lo hicie ron después. t.os vínculos eran aun menos claros en ot ros
programas de capad ecron. Que Incluyeron a 5.888 j óvenes (BID, Jul IO 2003).
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Durante 2003-2004, la ciudad experimentó una disminución de homicidas
del 41,5%, equivalente a 835 muertes menos. Los 1.177 homicidios produ­
cidos en el 2004 representaron a la ciudad 50.982 años de vida potencial­
mente perdidos: para la sociedad en su conjunto, supuso perder 9,9 días
por habitante y por año. El 39,4% de los años potenciales de vida que se
pierden por homicidio ocurren en personas cuya edad se encuentra entre
los 18 y los 25 años (Mejía, 2005).

Experiencia 1: El Programa de Escuelas y Bandas de Música Sinfónica

Surgió en 1996 mediante acuerdos municipales con el sector educativo
público local. En 1998 -y hasta el primer semestre de 2005- se entregó su
administración a la Fundación Musical Amadeus (su casa matriz es una
empresa española de venta de 'instrumentos musicales), brindando educa­
ción musical a niños entre 7 y 18 años. Apoyado inicialmente con recursos
municipales, luego pasó a ser respaldado con recursos del Programa BID,
que permitieron ampliar la iniciativa a 3 nuevas escuelas y 3 nuevas
bandas y financiar durante 3 años (2002-2005) el funcionamiento y opera­
ción de las 26 escuelas, así como de las orquestas y coros. Las escuelas
contaban al momento de la evaluación con 3.182 alumnos y en los 7 años
de funcionamiento del programa han pasado otros 8.197 alumnos -que ya
se han retirado-, para un total de 11.387 jóvenes que han sido atendidos,
con edades entre los 7 y 18 años. La información que se utilizó para la
evaluación de impacto se originó a partir de la aplicación, entre abril­
junio de 2005, de encuestas estructuradas (53 preguntas) a una muestra
representativa de 500 jóvenes del grupo beneficiario y 500 del grupo de
jóvenes similares no participantes, que se denominó grupo control o no
beneficiarios (Econometría Consu1tares, 2005)21.

Resultados principales. Mayor inclusión social

i) Un 8,7% más de los participantes consideró que tenía un nuevo
grupo de amigos;

ii) En un 7,6% más de los niños del Programa existía la percepción de
que lo que se estaba haciendo era beneficioso al no implicar riesgos
para la integridad de los participantes;

21 Debido a que no existió una línea de base anterior al Programa, se apeló a una metodología
sustentada en la comparación de quienes asistieron a las actividades con pares que no
asistieron. El método más utilizado para este tipo de evaluaciones es el de pareo por
probabilidades de similitud (Propensity score matching - P5M) que realiza el pareo con base
en una serie de variables que determinan la probabilidad de participar en el programa.
También se realizaron entrevistas cualitativas sobre jóvenes beneficiarios y sus familias con
el objetivo de obtener relatos valóricos.

Be.tizl



iii) Un 7,6% más de ellos creía que el mañana podía brindarles seguridad
y tranquilidad para responder a sus necesidades económicas.

Más confianza: un 4,7% más del grupo de beneficiarios tuvo la percepción
de que inspiraba orgullo en su medio circundante y un 3,4% más de los niños
y niñas de las escuelas de música sentían que eran necesarios y útiles.

Mejores habilidades para el manejo pacífico de los conflictos: un 11,7% más
de niños que consideraban que no era necesario ganarse el respeto infundien­
do miedo a los demás; y un 6,3% más de niños que le apostaban a las vías de
la legalidad o del cuidado por el otro para conseguir fines u objetivos.

Impacto negativo en actitud frente al cuerpo: un 2,7% más de niños y
niñas del grupo de no beneficiarios que en relación con los participantes
consideró que había que cuidar el propio cuerpo de golpes o excesos.

Mejora en perseverancia y disciplina: un 7% más consideraron que se
podía conseguir lo que se quiere si el esfuerzo dependía de ellos.

Lecciones aprendidas. i) El programa, observado desde diferentes perspec­
tivas (sexo, tiempo de permanencia, ubicación), tuvo un impacto significati­
vo en los niños y las niñas que lo recibieron. Las escuelas de música logra­
ron cambios en las actitudes, percepciones y valoraciones que hacían los
niños y las niñas sobre sí mismos y sobre los demás en términos de confian­
za y cuidado. ii) Tuvo un efecto mayor en las niñas que en los niños, que fue
muy positivo teniendo en cuenta conceptos de desarrollo social, lucha con­
tra la pobreza y la violencia (particularmente la violencia intrafamiliar),
pero alertó también sobre la necesidad de involucrar más activamente a los
varones. iii) El programa logró focalizar y generar cambios en los niños y las
niñas que más los necesitaban, promoviendo la inclusión social en los parti­
cipantes de zonas de mayor conflicto. iv) El programa se autoseleccionó y
no fue masivo, pero logró equilibrar una ecuación cantidad/calidad apropia­
da, con un entorno positivo de pares y el logro de efectos relevantes en la
manera de comportarse, sentir y percibir la realidad, logrando el propósito
de ocupar el tiempo libre de los jóvenes a la vez que de convertirlos en
mejores personas (Econometría Consultores, 2005).

Experiencia 11: El Programa de Capacitación para el Empleo 2004~2005.

Impactos tempranos

La iniciativa tuvo 1.897 participantes (jóvenes entre 16 y 29 años que en
su mayoría no asistían a la escuela ni trabajaban, moradores de barrios
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con altos índices de violencia y que no fueran recipendiarios de otro
programa social) distribuidos en 4 categorías de formación: actividades
agropecuarias-nivel de operario (auxiliar de producción limpia de hortali­
zas y frutales; auxiliar en producción avícola; auxiliar en jardinería y
vivero); prestación de servicios (auxiliar de turismo local, mesa y bar);
prestación de Servicios Sociales (recreación y lúdica; auxiliar de preesco­
lar y jardín infantil; auxiliar del cuidado integral del adulto mayor; auxi­
liar de biblioteca con énfasis en promoción de lectura); y prestación de
Servicios Personales (auxiliar en salón de belleza; auxiliar de estética
corporal y facial).

Objetivos. i) Mejoramiento de las condiciones de convivencia en los ba­
rrios. ii) Asunción de actitudes de convivencia ciudadana y responsabilidad
social de los jóvenes. iii) Adquisición de competencias básicas y técnicas
para el oficio seleccionado. iv) Aumento de la calidad de vida de la pobla­
ción beneficiada. v) Desarrollo de un modelo curricular, pedagógico y meto­
dológico que conlleve a disminuir los índices de violencia, en un proyecto
de capacitación para el empleo que forme para la convivencia ciudadana y
dote de habilidades para el desempeño de un oficio específico.

Los Resultados Positivos. La evaluación de impacto se realizó con línea
de base, considerando la situación de los beneficiarios al inicio del pro­
grama y evaluando la situación de los jóvenes 5 meses después de ingre­
sar (los jóvenes que no fueron beneficiarios, se tomaron como grupo
control). Se realizó una encuesta estructurada en la cual se entrevistó a
318 jóvenes beneficiarios y 328 no beneficiarios. Se realizaron 2 grupos
focales sobre ambos segmentos. La evaluación determinó cambios pe­
queños pero consistentes y significativos: i) un 11,9% más contaba con un
nuevo grupo de amigos; ii) al inicio del programa, 64 de cada 100 jóve­
nes creían en cambios positivos fruto del esfuerzo personal, al final
subió a 77 de cada 100; iiO al inicio del programa 82 de cada 100 jóvenes
podían mostrarse cómo se sentían y eran aceptados (red social que em­
podera), al final eran 88 de cada 100; iv) al inicio del programa, 67 de
cada 100 jóvenes podían pensar que lo que pasara con su vida dependía
de su propia decisión (locus de control interno) al final, eran 76 de cada
100; v) se registró un incremento del 5,2% en la percepción de apoyo de
la familia; vi) al inicio, 82 jóvenes de cada 100 pensaban que la gente a
su alrededor le reconocía cualidades, luego fueron 94; vii) el 99,9%
estaba en desacuerdo con conductas violentas y creía más en su capaci­
dad de intervención para evitar que los niños y las niñas fueran víctimas
del maltrato. También surgió el tema con mucha nitidez en los grupos
cualitativos (Econometría Consultores, 2005).
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Experiencia 11/: El Programa de Escuelas Populares del Deporte

Se concentró desde el año 2001 en la organización de 28 Escuelas Popu­
lares del Deporte orientadas a niños y jóvenes, entre 6 y 18 años, de
población pobre de la ciudad, mayormente escolarizados, que habitaban
ambientes propicios para el surgimiento de comportamientos violentos.
La Unidad Coordinadora Municipal del Programa contrató con Econome­
tría Consultores la realización de la evaluación de impacto, que se con­
cretó esencialmente con la misma metodología del Programa de Bandas
Musicales, por no contar con una línea de base apropiada desde el inicio
de las actividades.

Resultados positivos y negativos. Para el total de runos y runas del
programa se presentaron impactos significativos en 3 de las 5 categorías
evaluadas: confianza, habilidades de manejo del conflicto y actitudes
frente al cuerpo, pero en solo una de ellas el impacto del programa fue
positivo. En dos de los indicadores relacionados con confianza se encontró
un impacto positivo. Un 6,7% más de participantes -frente a los no parti­
cipantes- consideró que la gente confiaba en ellos y un 8,2% más de
participantes -frente a los no participantes- opinó que su familia pensa­
ba que cuando él o ella querían algo lo conseguían. Este hecho se respaldó
en las encuestas cualitativas que expresaron la infl.uencia del equipo de
maestros y pares que motivaron permanentemente a los participantes. Los
resultados negativos del programa se generaron en la medida que una
mayor proporción de participantes -frente a los no participantes- mani­
festó actitudes o valores inapropiados para un ambiente de convivencia: i)
en relación con el manejo de conflictos, un 5,5% más de niños y niñas
pensó que era mejor resolver algunos problemas a golpes y no con pala­
bras; ii) un 5,1% más de participantes consideró que el cuerpo podía
aguantar golpes y abusos.

Causas posibles de su aebitkia«. Los expertos que realizaron el estudio
extrajeron 5 hipótesis posibles de esta situación: i) los niños y las niñas de
las Escuelas de Deportes fueron más sinceros en sus respuestas y expusie­
ron lo que sentían con mayor confianza que los demás niños; ii) las Escue­
las tuvieron una marcada orientación hacia la discipl.ina del cuerpo y la
competencia como algo propio de los deportes y esto fue asimilado por los
niños como una invitación a no mostrarse débiles en su exigencia corporal
y "ser fuertes y duros" frente a los demás; iii) las Escuelas fueron un
ámbito de entretenimiento que solo proporcionaron el conocimiento de
ciertas reglas deportivas; iv) las Escuelas perdieron el norte para el aporte
de valores ciudadanos y se transformaron en un espacio donde los niños



"aprendían" comportamientos reactivos y en algunos casos violentos; v)
las Escuelas fueron exitosas como alternativa de uso del tiempo libre,
pero esa utilización del tiempo en sí misma no fue suficiente para hacer
de los jóvenes mejores personas (Econometría Consultores, 2005).

Tres casos colombianos para reforzar el gobierno local de la se

Iniciativa 1: El Programa Departamentos y Municipios Seguros. Como
iniciativa de la Dirección Nacional de la Policía, este programa buscó
capacitar a los Comandantes de Policía de Departamentos y Municipios
conjuntamente con Gobernadores y Alcaldes, en el diseño, implementa­
ción y evaluación de políticas públicas en convivencia y SC, con los que
elaborar y ejecutar planes y programas en esta materia. El programa ha
contado con la asesoría técnica de la Universidad de Georgetown y el
apoyo financiero de USAID, y con la participación de los Ministerios de
Defensa Nacional, del Interior y de Justicia. Se ejecutaron Programas
Departamentales de fortalecimiento institucional de los Concejos Munici­
pales en Cauca, Huila, Putumayo, Caquetá, Nariño, Tolima, Chocó, Valle
del Cauca, Calcas y Antioquia (Martin, 2005) El sentido de la iniciativa
apuntó a que las administraciones municipales fortalecieran sus capacida­
des a través de la disposición de información oportuna y eficaz, superando
dificultades de subregistro; el establecimiento de metas concretas para
una política municipal de seguridad; la coordinación interinstitucional e
intersectorial; la evaluación de las metas y rendición de cuentas; un análi­
sis del impacto económico (reducción de costos hospitalarios, por ejem­
plo), para justificar inversiones en el área; y el impulso a la participación
de la comunidad-t.

22 El marco normativo permite en Colombia variadas formas de participación comunitaria a
nivel de seguridad: i) Ley 62 de 1993. Comisión Municipal de Policía y Participación Ciudada­
na. Proponer políticas y mecanismos que garanticen una orientación ética y democrática,
educativa y social en la relación policía-comunidad. Garantizar la canalización de las quejas
ciudadanas sobre el comportamiento de la policía. La preside el Alcalde, quien determina su
composición. Su creación no es obligatoria. ii) Decreto 356 de 1994. Comité de Veeduría
Comunitaria. Encargado de ejercer una veeduría permanente para analizar la pertinencia de
autorización de prestación de servicios comunitarios de vigilancia y seguridad privadas y su
posterior prestación. Es obligatorio en aquellos Municipios que tengan más de 30.000 habi­
tantes. iii) Ley 62 de 1993 Frentes de Seguridad Local. Su creación no es obligatoria,
correspondiendo su ámbito territorial a calles, cuadras y edificios. Son organizaciones comu­
nitarias lideradas por la Policía, que convocan a los vecinos para prevenir y contrarrestar a
la delincuencia. ív) Decreto 365 de 1994 Servicio Comunitario de Vigilancia y Seguridad
Privada Su creación no es obligatoria. El Estatuto del año 1994 estableció que las comunida­
des podían organizarse de modo cooperativo o a través de empresas comunitarias, para
proporcionar seguridad privada a los miembros de determinados barrios. Según la Policía
Nacional, hay 26.172 FL en todo el país, cuyos integrantes reciben remuneración en el 5% de
los casos (Martin y Ceballos, 2004; Acero, 2005).
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Se promovió un modelo de PSC basado en las siguientes premisas para los
Alcaldes y Gobernadores de Colombia: asunción de las funciones legales y
constitucionales que le corresponden, con un claro liderazgo; formulación
de Planes de Seguridad y Convivencia, en consulta con los Comandantes
de Policía Municipal y Departamental, los Centros de Investigación Crimi­
nológica de la Policía, el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias
Forenses, el sector justicia y salud, y los representantes de otros cuerpos
de seguridad del Estado; creación de Observatorios o Comités Intersecto­
riales de Prevención; elaboración de presupuestos mediante los Fondos de
Vigilancia y Seguridad de las actividades preventivas y coercitivas; institu­
cionalización de estructuras administrativas permanentes al interior de las
Secretarías de Gobierno; funcionamiento mensual de un Concejo Munici­
pal-Departamental de Seguridad y generación de ámbitos de participación
de la comunidad.

La constitución de Concejos Municipales de Seguridad apuntó a que la PSC
fuese integral, focalizada, prioritaria y continua. El Concejo pudo verifi­
car la actuación del Municipio en materia de alianzas estratégicas, inver­
siones públicas, participación comunitaria, institucionalización adminis­
trativa, integración con 'iniciativas departamentales y nacionales. Se
realizó también un análisis de las intervenciones de prevención tomadas
que, entre otras, hubieron de ser: el casco y chaleco antirreflectivo; la
Ley Zanahoria de restricción de venta de alcohol a partir de ciertas horas;
el programa de desarme ciudadano; el toque de queda para menores; las
campañas para la reducción de accidentes de tráfico; los cabíl.dos abiertos
y audiencias públicas sobre temas de prevención del delito y la violencia;
el fortalecimiento de las Comisarías de Familia; la restricción a la circula­
ción de vehículos durante ciertos días de la semana (pico y pala); el
número telefónico único de llamadas de emergencia; los circuitos cerrados
de televisión; las intervenciones urbanísticas focalizadas sobre centros de
violencia (como se realizó en El Cartucho, Bogotá); la capacitación de
Frentes Locales de Seguridad, Vigilantes y Comités de Cuadras; la promo­
ción social en materia de empleo, actividades deportivas, educativas y
culturales; y el fortalecimiento de cárceles municipales, centros de reclu­
sión y de rehabilitación juvenil.

Iniciativa 11: Los Fondos de Seguridad y Convivencia. La Ley 418 de 1997
(y sus adicionales las leyes 548 de 1999 y 782 de 2002) creó los Fondos de
Seguridad en todos los departamentos y municipios del país donde no
existieran y dispuso la creación del Fondo Nacional de Seguridad y Convi­
vencia (FONSECON) (Reglamentado por Decreto 2.170 de 2004). Ambos
funcionan como sistemas separados de cuentas con el objetivo de realizar
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gastos destinados a propicrar la SC y la preservación del orden público
(Ministerio del Interior y Justicia, República de Colombia, 2004), constitu­
yendo un paso destinado a generar institucionalidad fiscal en materia de
financiamiento de PSC puesto que: llevan una contabilidad independiente
al resto de los gastos y están a cargo del Gobernador y/o Alcalde a nivel
territorial; se conforman con una contribución especial equivalente al 5%
de los contratos de obra pública que se lleven adelante para la construc­
ción y mantenimiento de vías de comunicación terrestre o fluvial o puer­
tos aéreos, marítimos o fluviales, o los de adición al valor de los existen­
tes, con excepción de los contratos de concesión; y tienen un carácter
fuertemente militarizado. La inversión de estos recursos debe estar enca­
minada a "dotación, material de guerra, reconstrucción de cuarteles y
otras instalaciones, compra de equipo de comunicación, montaje y opera­
ción de redes de inteligencia, recompensas a personas que colaboren con
la justicia y seguridad de las mismas, servicios personales, dotación y
raciones para nuevos agentes y soldados o en la realización de gastos
destinados a generar un ambiente que propicie la seguridad ciudadana y la
preservación del orden público" (Ley 782 de 2002).

Iniciativa 11/: La Empresa Pública "Metroseguridad" en Medellin. Se
trata de una empresa industrial y comercial del Estado, creada por Decre­
to 178 del año 2002, transformando y reemplazando al Fondo Metropolita­
no de Seguridad (instituido en 1982) y con un patrimonio conformado
principalmente por el 53% del total de lo recaudado por el Municipio de
Medellín, por concepto de Impuesto de Teléfonos y los rendimientos finan­
cieros y operacionales, derivados de la comercialización de los bienes y
servicios ofrecidos por la empresa.

Desde su creación, esta empresa brindó asesorías a nivel internacional en
soluciones de seguridad a México, Guatemala y Ecuador y, a nivel colom­
biano, a ciudades como Bogotá, Cali, Manizales, Armenia, Cartagena y
Bucaramanga. Los servicios son de diversa naturaleza:

Videovigilancia. Por medio de una central de monitoreo, el sistema
permite desde el año 1998 la instalación de cámaras de video en
sitios estratégicos tanto del espacio público como privado.
Número Único de Seguridad y Emergencias. El 1-2-3 es el subsiste­
ma líder del Sistema Integral de Seguridad (515). Actúa como herra­
mienta tecnológica que permite a los vecinos comunicación rápida
y eficiente con un sistema integrado e inteligente para reportar
toda clase de eventos relacionados con urgencias, emergencias o
desastres.



Localización de vehículos (AVL-GPS) Programa de monitoreo satelital,
que permite un seguimiento permanente y en tiempo real de los vehí­
culos, los cuales pueden ser ubicados a través de un mapa digitalizado.
AFIS, destinada a facilitar la consulta sobre la identificación y ante­
cedentes de una persona, desde estaciones remotas o portátiles.
Red Nacional de Apoyo Vial, requiere una amplia red de monitoreo y
comunicaciones para detectar o reportar a los organismos de seguri­
dad casos sobre retenes ilegales, bloqueo de vías, secuestros masi­
vos, piratería terrestre y el accionar de grupos al margen de la ley;
también permite la comunicación de atentados contra la 'infraes­
tructura -en especial los puentes- que paralizan la libre circulación
y obligan a los transportadores a tomar rutas alternativas más lar­
gas, con los respectivos sobrecostos.
Red de Apoyo Ciudadano. A través de enlaces vía radio ubicados en
determinados sectores, se establecen puntos de comunicación que
reportan a centros de recepción unificados, desde donde se tramita
el despacho y la reacción necesaria por parte de los organismos de
seguridad, fuerza pública, emergencias y desastres, a la población
que lo solicite. Pueden interconectarse grupos de usuarios como
vigilantes, taxistas y transportistas, entre otros.
Sistema de Apagado Automático Vehicular. Funciona a través de
radiofrecuencias, con un dispositivo electrónico instalado en el vehí­
culo o en sus diferentes aplicaciones como maquinaria industrial,
electrodomésticos o sistemas de iluminación. Es activado por un
Código Único de Reconocimiento desde la central 1-2-3, desde don­
de se emite una señal de radiofrecuencia recibida por una tarjeta
inteligente, activándose el microcontrolador, apagádose el vehículo
y encendiendo las alertas correspondientes.

2) El caso de Asunción de Paraguay: Concentración sobre un
factor de riesgo social

Contexto General. El abuso de bebidas alcohólicas es un factor de riesgo
en Paraguay. La Organización Mundial de la Salud y diversos estudios inter­
nacionales ubican a las bebidas alcohólicas entre las principales causas de
muerte y discapacidad en los países en vías de desarrollo (OMS, 2002;
Kleiman, 2004). Con este panorama tuvo lugar una iniciativa legislativa
destinada a abordar al problema desde los límites del gobierno municipal
de Asunción.

Las reformas. En el mes de enero de 2000 entró en vigencia la Ordenanza
114/03 que estableció restricciones para el consumo de alcohol. El gobierno
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local enfrentó dificultades en su aplicación, ya que ciertos sectores de la
prensa entendían que se trataba de una medida autoritaria. La Ordenanza
integró un paquete de medidas: i) licencia y registro para la venta de
alcohol y establecimiento de horarios de venta y expendio permitidos:
venta en supermercados y almacenes todos los días de B a 21 horas.
Expendio en restaurantes y afines, de lunes a viernes hasta la mediano­
che; los fines de semana hasta 1 AM. Expendio en discotecas y lugares
bailables, de lunes a viernes hasta 1 AM Y fines de semana hasta 2 AM; ii)
sanciones por conducir en estado de intoxicación y establecimiento de
condiciones en las que la prueba de alcoholemia era obligatoria: acciden­
tes, infracciones, pruebas de control policial; iii) creación del fondo de
prevención de la violencia y convivencia ciudadana que contaría con una
suma equivalente al total de las recaudaciones municipales por concepto
de Licencias y Registros para la Venta de Bebidas Alcohólicas y los prove­
nientes de las sanciones por no cumplir las condiciones de las mismas o
por conducir en estado de intoxicación alcohól.ica. Este fondo sería ínte­
gramente destinado al Plan Integral de Prevención de la Violencia y Convi­
vencia Ciudadana, de la Dirección de Programas de Prevención de la Vio­
lencia, Conductas de Alto Riesgo y Salud Mental de la Municipalidad de
Asunción; iv) participación ciudadana y perspectiva interdisciplinaria en la
aplicación de las medidas de control de disponibilidad de alcohol. En
todas las actas de infracción, se requirió la firma de más de un funciona­
rio y la de un testigo de la comunidad. Sin estas firmas las actas carece­
rían de validez legal y administrativa; v) las sanciones contempladas por
incumplimiento de las restricciones de expendio incluían desde multas y
clausuras provisorias hasta la clausura definitiva a locales e inhabilitación
de por vida para la venta de bebidas alcohólicas a sus responsables. Por
conducir en estado de intoxicación se agravaban en los casos de reinciden­
cia: incluían multa y retención e inmovilización del vehículo la primera
vez, la segunda se agregaba la obligación de hacer un curso sobre las
consecuencias nocivas del abuso de alcohol en los programas municipales
de la Dirección de Salud y la cancelación del registro de conducir por diez
meses; y la tercera vez la Ordenanza previó la cancelación definitiva de la
licencia de conducir (se podría pedir revisión recién cinco años después de
la sanción y con certificado de tratamiento por abuso o dependencia
nociva del alcohol).

Estadísticas. Para dimensionar el impacto de la aplicación de la Ordenan­
za como política preventiva se analizaron las mediciones correspondientes
a los años 2003, antes de su entrada en vigor y 2004, una vez vigente, con
los datos proporcionados por el CEM -Centro de Emergencias Médicas de
Asunción- y los de la Policía Nacional. Se observó una disminución en los
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casos de muertes por accidentes de tránsito y lesiones, y una mejoría con
relación a otras ciudades vecinas, donde aún no se aplicó ninguna regla­
mentación, lo cual permite presumir que la norma tuvo un efecto positivo
en la prevención. Si bien los datos indicaron que la Ordenanza tuvo un
impacto significativo en reducir el número de agresiones y homicidios en
Asunción (-34% entre 2002 y 2003), su impacto en la tasa de accidentes de
tránsito fue menos claro, por cuanto la mayoría de los accidentes en
cualquier ciudad ocurren durante las horas pico de ida y regreso al trabajo
y en estos accidentes raramente está involucrado el uso de alcohol. Se
sugirió, como parte de la evaluación de impacto de la medida, comparar
la cantidad de accidentes de tránsito que tuviesen lugar en el rango
horario de 12:30 AM a 6:00 AM, franja en la que se registraba la mayor
cantidad de accidentes vinculados al alcohol (Arias et al., 2005).

3) El caso de Centroamérica: Las armas de fuego como factor de
riesgo y crimen organizado

Contexto General. En los países de la región centroamericana, en general
puede sintetizarse la siguiente situación de corte transversal:

Subregistro del crimen.
Pandillas criminales y grupos de milicia de civiles organizados con
armamento militar, especialmente amplio en Guatemala y El Salva­
dor.
Ex combatientes desamparados y jóvenes desempleados o de alguna
manera marginados reclutados fácilmente dentro de estos grupos.
Armamento de tipo militar y armas de fuego comerciales que se han
difundido en buena parte de los países previamente afectados por el
conflicto, como Guatemala, El Salvador y Nicaragua, hacia países
vecinos relativamente pacíficos como Honduras, Costa Rica, Panamá
y México.
Armamentos reciclados de Centroamérica que están encontrando
nuevos y más lucrativos mercados dentro y fuera de la región.
Una proporción creciente de homicidas cometidos con armas de fue­
go respecto del total de homicidios.
A diferencia del resto de América Latina con la excepción de Colom­
bia, tanto la delincuencia armada rural y la urbana son problemas
agudos en la región.
El vacío estatal pretende llenarse con empresas de seguridad priva­
da que también despliegan prácticas marginales (Godnick y Vázquez,
2003; Arroyo y Espinoza, 2000; Cruz y Beltrán, 2000).
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A continuación, el cuadro comparativo pretende constituir un repaso que
pone especial énfasis en los temas vinculados con las armas de fuego como
factor de riesgo social y las respuestas diversas que se han formulado en
los países de la región para su control y disminución.

4) Un caso de focalización del gerenciamiento policial:
Plan Cuadrante de Carabineros de Chile.

Fj[oso!fa. Se ha definido como una estrategia de modernización e inci­
piente germen de policía comunitaria en Chile. Constituye una iniciativa
que consiste en dividir a la población en sectores territoriales más reduci­
dos para distribuir mejor la vigilancia. Sus objetivos se trazaron en fun­
ción de los siguientes conceptos: énfasis en la prevención; respuesta más
dinámica y eficiente a la comunidad; distribución racional de medios poli­
ciales en función del mapa de riesgo de cada sector; búsqueda de genera­
ción de marcos de confianza entre los Carabineros y la comunidad, con
mayor accesibilidad de la fuerza policial a las demandas ciudadanas; pro­
pósito de identificación y reconocimiento mutuo entre vecinos y Carabine­
ros; y convertir al carabinero en agente mediador de conflictos, para
disminuir los elementos subjetivos y la percepción de inseguridad.

Acciones. Vale la pena analizar el despliegue de las siguientes tácticas te­
niendo en cuenta que el caso de Carabineros constituye una de las fuerzas
policiales con mayor nivel de reconocimiento ciudadano en toda la región.

Territorialización. Se subdividió el territorio de jurisdicción de cada
comisaría en sectores claramente definidos, con una descripción
socioeconómica. El Cuadrante se constituyó así en una unidad socio­
jurisdiccional, con sentido policíaco y tomando cuenta las realidades
demográficas y de tejido comunitario sobre las cuales actuaba la
fuerza de seguridad. Cada Cuadrante fue clasificado en un nivel de 1
a 4, según sus características e índices de criminalidad. Las opera­
ciones comenzaron según un sistema de tres turnos de 8 horas, y
contempló 6 horas en rnovírníento y dos horas detenido. Los Cua­
drantes correspondientes al nivel 1 tenían derecho a una ronda por
cada objetivo a proteger en cada turno; los del nivel 2 una ronda
cada 4 horas; los del nivel 3 una pasada cada 2,3 horas; y los del
nivel 4, realizaban 4 rondas por turno. Según el Cuadrante, se deci­
día el tipo de patrullaje más conveniente: a pie, a caballo, en
furgón o moto (Fundación Paz Ciudadana, 2002).
Personalización del servicio policial. A cada cuadrante se le asignó un
servicio policial permanente para darse a conocer en la comunidad y
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adquirir un vínculo de confianza con los vecinos, rescatando así uno
de los principios básicos del policiamiento comunitario.
Priorización de la información. En función de lo anterior se buscó
que dicho personal policial se interiorizara profundamente sobre las
modalidades delictivas de la zona y también de los servicios policia­
les a prestar en función de la demanda social de la comunidad.
Análisis sociopolicial detallado de cada cuadrante. La delimitación
no solo se realizó en función de la jurisdicción policial, sino a partir
de un detallado estudio cualitativo y cuantitativo que incluyó varia­
bles delictivas, económicas, demográficas, geográficas y de urbani­
zación.
Personalización de responsabilidades en delegados y subdelegados
policiales por cada cuadrante. Cuyas misiones principales fueron:
realizar una reunión semanal con las juntas de vecinos u otros orga­
nismos comunitarios; mantenerse actualizados de las estadísticas de
su cuadrante; precisar y controlar las misiones del personal subal­
terno en cada cuadrante; realizar dos entrevistas por turno, com­
probando que esta misión sea también efectuada por los subdelega­
dos; y mejorar los canales de comunicación con los vecinos e
impulsar iniciativas al interior de los cuadrantes.
Integración de planes específicos al interior de los Cuadrantes. Pa­
trullas de respuesta táctica: asignando determinado número de mo­
tos, conectadas por radio a cada cuadrante; Cuarteles Móviles de
Aproximación: Carabineros asiste regular y anunciadamente a las
sedes de las juntas de vecinos; seguridad escolar: las comisarías
asignan carabineros para estar presentes en el ingreso y egreso de
los niños de los colegios; mayor presencia policial en los medios de
transporte público y el Metro de Santiago; y Servicio de Protección
de Jóvenes: rondas fiscalizadoras por parte de carabineros de civil
en lugares de esparcimiento de jóvenes (miradores, paseos y par­
ques, entre otros) para evitar que cometan o sean víctimas de un
delito (Mertz, 2000).

Las lecciones aprendidas. El Plan Cuadrante se distinguió de las clásicas
recomendaciones de policiamiento comunitario en que: privilegió el patru­
llaje motorizado por sobre el realizado a pie; no contempló modificacio­
nes en aspectos institucionales de la Policía como su organización interna,
la formación profesional, el régimen de controles internos y el abordaje
de la problemática de la subcultura policial (Frühling, 2003). Como desa­
fío principal ostenta la necesidad de generar un proceso continuo y con­
fiable de evaluación periódica de impacto y resultados; extender el pro­
grama a todo el país; perfeccionar los sistemas de información; y



asignación de los recursos necesarios que le otorguen sustentabilidad (Da­
mmert y Lunecke, 2004). También se planteó la necesitad de identificar
proyectos de intervención cogestionada entre Carabineros y la sociedad
civil, para presentar al Fondo Concursable financiado por el Ministerio del
Interior; la importancia de promover la creación de empleos de mediación
social para jóvenes desempleados -integrándolos con iniciativas barriales
de Carabineros-; y la necesidad de 'impulsar desde la práctica y los he­
chos a la Policía Comunitaria, también como una iniciativa sostenida des­
de la sociedad civil (Vanderschueren, Lunecke y Smaoun, 2003).

CONCLUSIONES GENERALES:
14 DESAFíos PARA UNA NUEVA GENERACiÓN DE REFORMAS

El haber resaltado cada caso particular reseñado con el mayor nivel de
detalle posible para un informe de estas características, respondió a la
pretensión de otorgar el máximo nivel de información a los policy-makers
interesados en replicar e implementar las experiencias paradigmáticas
desplegadas. Una adecuada PSC requiere no solo un claro diseño concep­
tual, sino además una voluntad de paciente y persistente management que
garantice tanto su sostenibilidad política como su gestión diaria. Asimis­
mo, si de lo que se trata es de avanzar hacia la consideración de una
nueva generación de reformas -y sin perjuicio de haberse reseñado diver­
sas lecciones aprendidas a través del microanálisis de los casos prácticos-,
tiene también sentido establecer una mirada omnicomprensiva de la PSC a
nivel más transversal y macro, para destacar los comunes denominadores
y desafíos pendientes en la región. Hacia este propósito están encamina­
das las siguientes líneas finales.

De las viejas fronteras a los nuevos desafíos. A lo largo de la última
década han sido variados los esfuerzos de reforma en el ámbito de la SC
en toda la región, destacándose especialmente las iniciativas realizadas a
nivel de los gobiernos locales, a menudo como consecuencia de la ausen­
cia o fuga de los Estados Nacionales para abordar esta problemática con
un criterio innovador y con una sólida decisión política de respaldo. La
primera generación de reformas -con todas las dificultades y esperanzas
que entraña- estuvo mayoritariamente dada por estas pretensiones loca­
les de cambio, mediante la construcción de espacios de participación
ciudadana, la incorporación de una mirada integral con adecuados balan­
ces entre políticas de prevención y políticas de control, los ensayos de
reforma policial, las innovaciones institucionales para el manejo de los
recursos económicos, y una agenda de racionalidad que no pocas veces



colisionó con enfoques cortoplacistas y autoritarios, pseudopolíticas públi­
cas de mero endurecimiento de penas, envejecimiento institucional gene­
rador de anomia colectiva, e interrupción de iniciativas por falta de so­
porte político para atacar bolsones de corrupción e impunidad al interior
del sistema de seguridad. La importancia de construir autoridad política,
compromisos de alta intensidad institucional, ciudadanía social, transpa­
rencia y empoderamiento ciudadano, son pilares conceptuales para una
nueva generación de reformas, que forman un capítulo especialmente
sensible para la gobernabilidad democrática, por los riesgos de desestabi­
lización contenidos en los problemas crónicos de inseguridad que se mani­
fiestan en los países de la región.

Desafio Número 1: Despejar la niebla estadistica, A pesar de iniciativas
aisladas y plausibles a las que se ha hecho mención en páginas anteriores,
puede señalarse que la carencia de un paquete informativo sobre los
temas de SC y violencia visible e invisible resulta patética, en compara­
ción con los recursos y sofisticación desarrollados para la construcción de
índices estadísticos en materia económica, financiera, social e institucio­
nal (Rubio, 1999). Superar este vacío es una necesidad prioritaria para que
las PSC dejen de operar en la neblina, en programas compartimentados de
dudosa eficacia y basados en acciones intuitivas en lugar de respaldo
científico. Cristalizar diagnósticos que respondan a información parcial y
fragmentada o diseñar programas basándose en números de débil compa­
rabilidad y desagregación, conduce al dispendio de energías instituciona­
les y recursos. Las políticas de reforma en SC se encuentran, en el plano
estadístico y de información de base, en una etapa prehistórica, lo cual
limita seriamente sus posibilidades de diseño e implementación eficaz.

Desafio Número 2: Modernización tecnológica, sin cripto-gobierno. La
importancia de consolidar herramientas de e-governance también aparece
clave, tanto para facilitar instancias de visibilidad, participación y empo­
deramiento ciudadano, como para asegurar una conectividad al interior de
las agencias estatales que signifique sinergia, economías de escala, aso­
ciatividad y corresponsabilidad de actores e instituciones (Shaw, 2001).
Una criminalidad modernizada que opera en muchas ocasiones como una
corporación multinacional, exige una respuesta integral de un Estado tra­
bajando en red, tanto a nivel vertical como horizontal, que deje atrás
prácticas de cripto-gobierno precursoras de ineficacia, dispendio de recur­
sos económicos y corrupción.

Desafio Número 3: Gestionar el conocimiento en se. Esta nueva visión
estatal supone una nueva gestión de conocimiento, tanto hacia el interior



del Estado como en la relación entre lo público y lo académico. Cuando se
plantea, por caso, la necesidad imperiosa de construir un consenso para
desarrollar Indices de Delitos y Victimización que sean entendidos como
un bien público nacional y regional, surge la necesidad de alinear un
diálogo entre el mundo académico -que ha realizado importantes contri­
buciones sobre SC- y el universo de policy makers capaz de receptar y
fomentar dichas iniciativas. Teoría para la acción y acción para la teoría,
constituyen una retroalimentación imprescindible. Esta nueva gestión del
conocimiento tiene también un desafío: desarrollar una carrera y servicio
civil sobre la seguridad ciudadana -al interior de los Estados nacionales y
locales-, integrada por funcionarios profesionales con continuidad en sus
puestos, desmilitarización de su concepción y carácter apartidista de sus
intervenciones.

Desafio Número 4: De pruebas piloto a politicas públicas. La necesidad
de construir PSC de escala requiere pensar el día después de las experien­
cias promisorias locales en términos de su aptitud de multiplicación. Las
pruebas piloto no deberían constituir experiencias confinadas al aisla­
miento, sino por el contrario ser el efecto demostración de ensayos y
errores con capacidad de aprendizaje institucional para el resto de los
protagonistas. Las experiencias de policía comunitaria son un buen ejem­
plo: en la medida que constituyen esfuerzos encapsulados y anecdóticos
de reforma (meras estrategias de relaciones públicas que no impactan en
el aparato central policial) resultan incapaces de alcanzar los propósitos
de eficacia. En este mismo aspecto, las prácticas promisorias de ONG,
municipios y sectores particulares del Estado nacional, requieren un ámbi­
to de validación y seguimiento para que no se agoten en sí mismas ni
constituyan un compromiso político anecdótico o de mínima intensidad.

Desafio Número 5: Un diálogo con la pofitica social. Resulta preciso
aquí una complementación sin confusión, para no desvirtuar campos de
actuación ni criminalizar la pobreza, sino por el contrario concentrar es­
fuerzos de SC en prioritarios factores de riesgo social, en lugar de lanzar
programas que prometen el paraíso o se diluyen en metas triviales. La
importancia de la prevención -que no resulta contradictoria con la mejor
productividad de los sistemas de control- debe traducirse también en
intervenciones inteligentes, ponderadas en sus impactos, focalizadas en
factores de riesgo, abiertas al público y decididas en términos de su
contribución a la construcción de capital social. No se trata de que un
programa de SC procure resolver las llamadas causas profundas del delito,
sino de que sea capaz de intervenir específicamente en seguridad, deri­
vando hacia las instancias competentes aquello que queda fuera de su



ámbito de acción (Centro de Estudios para el Desarrollo, 2003). La preven­
ción terciaria político social-Intensiva, como subárea de las intervenciones
sociales con efectos más focalizados, constituye en este plano toda una
prioridad (Foro de Expertos en SC, 2004).

Desafío Número 6: Un diálogo con la política económica. Un buen punto
de comienzo parecería residir en la necesidad de blindar los recursos
destinados al ámbito de la SC (a través de Fondos, Corporaciones o im­
puestos específicos, por ejemplo), para asegurar su carácter de inversión
y facilitar mecanismos de auditoría social y de planificación de mediano y
largo plazo. Trocar la visión de gasto en seguridad pública por la de
inversión de calidad en SC, conlleva la necesidad de abordar cuestiones
redistributivas que atiendan a una realidad palpable en toda la región: son
los estratos más pobres los más castigados por el fenómeno de la inseguri­
dad y quienes más vulnerables se encuentran en este plano, requiriéndose
medidas paliativas que no reposen solamente en la alta capacidad adquisi­
tiva de quienes reciben los servicios públicos y privados de seguridad.
Conexo a esta frontera se encuentra la cuestión de medición de los costes
de violencia e inseguridad, constitutiva de una oportunidad para alimentar
el mencionado diálogo con la política económica, teniendo especialmente
en cuenta cómo la inseguridad afecta el clima de negocios y de inversión
en las zonas donde más dramáticamente se manifiesta.

Desafío Número 7: Evaluar costo-beneficio y eficacia para el desarro­
llo. Para reforzar el diálogo planteado anteriormente en el plano social y
económico, la PSC necesita consolidar sistemas de evaluación tanto desde
su aspecto económico de costo-beneficio, como desde su aspecto social de
eficacia para el desarrollo. En general, se tropieza con las siguientes
situaciones: a) ausencia de medición de I.íneas de base previas al inicio de
los programas y de incorporación de criterios de evaluación en el propio
diseño de los proyectos, de modo de poder anticipar correctamente sus
impactos y la propia administración del proceso evaluador; b) ausencia de
estimación costo-beneficio en la implementación de los programas, lo cual
entraña una compleja serie de decisiones, por cuanto medir la relación
costo-beneficio significa poner los beneficios en el denominador y los
costos en el numerador. En países con altas disparidades, ¿se puede medir
el numerador -el costo del crimen- de un modo igual a lo largo de su
territorio? (Sanfacon, 2004); c) dificultad para construir indicadores (de
insumas, procesos, resultados e impacto) que permitan una evaluación
integral considerando múltiples factores, correctamente ponderados y
agregados (Salamanca, 2004); la mayoría de las evaluaciones se concen­
tran en describir procesos y la implementación de proyectos, en lugar de
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sus resultados. Incluso cuando miden impactos, raramente usan principios
metodológicos que eviten inferencias inapropiadas entre causa y efecto;
d) falta de continuidad e independencia de los equipos evaluadores, bási­
camente por carencia de recursos materiales para solventar su actividad;
e) superabundancia de objetivos de programas que piden la luna, tanto en
su diseño como en su evaluación (Eslava, 2004), dejando atrás la necesi­
dad de parámetros sencillos, económicos y, sobre todo, viables de ejecu­
tar22•

Desafio Número 8: Construir capacidad regulatoria pública. Un punto
muy sensible que requiere sustantiva respuesta de parte del Estado es la
generación de capacidades regulatorias sobre el mercado de la seguridad
privada para delimitar claramente sus ámbitos de actuación, consolidar
marcos regulatorios que llenen vacíos legislativos, profesionalizar agencias
independientes de supervisión y disparar potenciales sinergias y comple­
mentaciones estratégicas y operativas. La necesidad de poner fin al auto­
gobierno policial también cuenta cuando se considera el enorme ámbito
de las agencias privadas de seguridad, de igualo mayor tamaño al de la
seguridad estatal en la mayoría de los países. Un aspecto colateral pero
relacionado con la necesidad de nuevas capacidades regulatorias estatales
y públicas (esto último con la intervención de beneficiarios y usuarios)
está dado por el hecho de la participación privada en múltiples esferas
colindantes con un concepto integral de SC: desde campañas de comunica­
ción masiva y responsabilización corporativa, hasta tratamiento y rehabili­
tación de drogodependientes y personas en conflicto con la ley penal,
pasando por la gestión de cárceles, el surgimiento de experiencias de
justicia restaurativa e instancias de mediación, arbitraje o penalidad al­
ternativa, todas ellas con fuertes rasgos de terciarización en la experien­
cia comparada.

Desafio Número 9: Participación comunitaria versus privatización de
[acto, La participación requiere institucional.idad y seguridad jurídica a
través de claras reglas de juego, para no profundizar el riesgo de privati­
zación de facto de la violencia (los fenómenos de linchamiento o justicia
por mano propia no son aislados en la región) ni generar fatiga cívica sino,
por el contrario, constituirse en una instancia de genuina democratiza­
ción. Construir sociedad civil es también construir Estado, en una pulsión
acompasada desde la base al centro y desde el centro a la base. El

23 La evaluación de políticas de prevención situacional o de control policial aparece, prima
[acie, como más sencilla, por cuanto sus impactos tienden a ser más espectaculares en el
corto plazo y no requieren de un proceso de maduración de mediano y largo plazo, como
varias de las políticas de prevención sociaL.



fortalecimiento de instancias de voz comunitaria ofrece más promesas que
riesgos y constituye una oportunidad de reinvención institucional plausible
y sostenida en muchos de los ámbitos estudiados. Resulta clave, asimismo,
para disparar procesos de gobernablidad sostenida que dejen atrás situa­
ciones de paragobernabilidad ilegal constructoras de capital social per­
verso, anomia o retraimiento colectivo.

Desafio Número 10: medios y miedos, El impacto de los medios de
comunicación masivos en la espectacularización de la violencia, su debati­
da influencia para generar situaciones de pánico social, el agenda setting
(Oastres, 2002) y los guiones sociales (Hernández y Valdivia, 2004) cons­
truidos a partir de la criminalidad urbana, constituyen también elementos
a estudiar y tener en cuenta si se trata de generar coaliciones estratégicas
para enfrentar no solo las manifestaciones objetivas de violencia, sino
también su espectro subjetivo. La construcción de índices de victimización
como bien público regional, debería considerar especialmente los fenóme­
nos de victimización vicaria (Oastres, 2002; Fundación Paz Ciudadana,
2004) susceptibles de dispararse a partir de la influencia mediática y de
generar sociedades de miedo, más allá del crecimiento objetivo de los
índices de criminalidad.

Desafio Número 11: Descentralizar recentrando. El rol de los gobiernos
locales es relevante y saludable. Han tomado la delantera en varias expe­
riencias promisorias de SC y tienen ventajas competitivas importantes para
su producción como bien público, entre otras: inmediatez, escala humana,
permeabilidad a la información y la rendición de cuentas, alta visibilidad de
sus intervenciones, mayor capacidad para construir alianzas prácticas. No
obstante, resulta crucial tener en cuenta que todo proceso de descentrali­
zación es, a su vez, un proceso simultáneo de recentramiento del Estado
Nacional sobre sus responsabilidades neurálgicas, sobre todo a nivel del
combate contra el crimen organizado que excede fronteras y puede llegar a
superar -o peor aún, cooptar- las instancias de gobiernos locales.

Desafio Número 12: La corrupción no es huérfana. Conviene reiterarlo:
toda acción de modernización del Estado es, en esencia, una reforma
política (BID, 2003). El ámbito político tiene una responsabilidad de
primerísimo orden, tanto para sostener esfuerzos de reforma (planifican­
do su desarrollo y advirtiendo su ruta crítica) como para superar prácti­
cas de ineficacia que convierte a los temas de SC en ámbitos exclusivos
de militares o policías, como producto del no desarrollo de capacidades
estatales civiles indelegables y de rémoras de gobiernos autoritarios. La
superación de situaciones de captura territorial o institucional supone



decisiones firmes y claras. No es posible luchar contra la impunidad al
interior de las fuerzas de seguridad, por ejemplo, si subsisten prácticas
caudillistas o clientelares al interior de las fuerzas políticas. La corrup­
ción del sistema de se no es huérfana.

Desafio Número 13: Superar laberintos de gestión. La comprobación em­
pírica indica que la raíz de múltiples políticas fallidas en se tiene que ver
con: i) el Estado fantasma o fugitivo, que apela a estrategias de descentra­
lización como alivio de sus cargas fiscales o para desentenderse de obliga­
ciones institucionales básicas en se, con la disimulada esperanza de trans­
ferir costos políticos a las autoridades municipales; con la interrupción de
respaldo político para reformas que implican ir a fondo contra la impunidad
policial; ii) el juego de suma cero entre fiscales, policías, políticos, ONG,
cuerpos médicos, jueces y organismos de rehabilitación, actuando como
corporaciones aisladas o, peor aún, confrontando espacios de poder sin una
visión estratégica alineada en objetivos de conjunto; iii) políticas generalis­
tas sin foco ni un diseño que, de antemano, establezca líneas de base para
medir no solo procesos y productos, sino esencialmente los impactos de los
programas específicos de se; iv) revoluciones caligráficas que reposan en
meros cambios legislativos, los cuales -aunque necesarios en ciertos casos­
exigen ser acompañados de gestión, gestión y más gestión; v) apelaciones
puramente morales o discursivas para el cambio de políticas públicas, sin
establecer adecuados incentivos o zanahorias, que eviten el callejón sin
salida de las resistencias corporativas; vi) la parálisis tautológica de con­
frontar criterios de prevención o control de la violencia como opciones
excluyentes o absolutas, cuando de lo que se trata es de integrar y sinteti­
zar visiones a partir de un enfoque realista.

Desafio Número 14: Consolidar prácticas protnisorias, Cada una de las
iniciativas mencionadas a lo largo de estas líneas como casos paradigmáti­
cos, posee en su interior ciertos elementos -oportunamente subrayados­
que podrían considerarse como prácticas promisorias y relevantes. El ca­
mino hacia una nueva generación de reformas está relacionado íntima­
mente con: i) la innovación y creatividad institucional, que signifique
ruptura de inercias de impunidad y un cambio cultural, solo posible a
partir de un claro liderazgo político expresado en la sosteniblidad de las
medidas propuestas; ii) la asociatividad con responsabilidad de los actores
del sistema, en base a precisos esquemas de funcionamiento y financia­
miento, lo más institucionalizados, pactados, demarcados o contractuali­
zados posible, de modo que cada quien se haga cargo de su específica
responsabilidad; iii) los fondos económicos que establecen incentivos para
la participación y la eficiencia entre ONG e instituciones de base local,
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como modo de cogestión social de las PSC; iv) los ámbitos de participación
ciudadana en los gobiernos comunales, una vez que superaron la barrera
de entrada que a menudo impone el sector político; v) la focalización de
esfuerzos integrales -construyendo cadenas de valor colectivas y clusters
de SC, por ejemplo- que supone concentrar recursos multiagenciales en
temáticas, territorios y situaciones delictivas más críticas, respondiendo
al establecimiento de prioridades exigido por toda visión estratégica; vi)
la desmonopolización de respuestas estatales exclusivas, convocando a la
comunidad e involucrándola en la gestión de proyectos y programas; vii) la
sanción de casos de corrupción paradigmáticos que castiguen a peces gor­
dos del sistema de seguridad; viii) la arquitectura de observatorios socia­
les de la violencia, que integren Mapas del Delito con Mapas de Ciudada­
nía Social, para construir un análisis que no solo atienda a las
manifestaciones del fenómeno, sino a sus causas profundas.
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